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POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS CONSULTORIOS
JURÍDICOS DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

ARTÍCULO 1�· Objeto. El objeto de esta ley es establecer el marco normativo por medio del
cual se regula la práctica del Consultorio Jurídicio de las Instituciones de Educación Superior

ARTÍCULO 2. Definición. El Consultorio Jurídico es un escenario de aprendizaje práctico de
las Instituciones de Educación Superior, autorizado en los términos de esta ley, en el cual los
estudiantes de los programas de Derecho, bajo la supervisión, la guía y la coordinación del
personal docente y administrativo que apoya el ejercicio académico, adquieren
conocimientos y desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el ejercicio de la
profesión de abogado, prestando el servicio obligatorio y gratuito de asistencia jurídica a la
población establecida en la presente ley.

ARTÍCULO 3. Principios. El Consultorio Jurídico estará orientado bajo los siguientes
principios generales:

Educación Jurídica Práctica. El Consultorio Jurídico garantiza procesos de aprendizaje a1.
partir del acercamiento de los estudiantes a las personas en condición de vulnerabilidad,
la sociedad, las necesidades jurídicas que enfrentan y los contextos en que se desarrollan,
al igual que fomenta el desarrollo de estrategias y de acciones de defensa de sus
derechos dentro de estándares de innovación, calidad y actualidad, colaborando con la
administración de justicia y asegurando el cumplimiento del derecho de acceso a la
justicia.
Autonomía Universitaria.Sin perjuicio de las disposiciones establecidas en el contenido2.



de esta ley, se reconoce la autonomía de las instituciones de educación superior, las
cuales cuentan con las competencias para regular todos los aspectos relativos al
funcionamiento, administración y reglamento de los consultorios jurídicos, así como la
correspondencia entre estos aspectos y el contenido de sus Proyectos Educativos
Institucionales y Proyectos Educativos de Programa.
Formación Integral.El Consultorio Jurídico constituye un escenario idóneo para la3.
formación académica, profesional, técnica, humana, social y ética del abogado,
permitiendo a los estudiantes de Derecho adquirir, mediante experiencias propias del
ejercicio de la profesión, los saberes y habilidades necesarias y esperados para el ejercicio
de la abogacía.
Interés general.El Consultorio Jurídico busca la defensa del interés general, su4.
armonización con los intereses particulares y con los fines del Estado Social de Derecho,
propendiendo por la justicia y la equidad en la sociedad.
Función social. El Consultorio Jurídico orienta su acción a la defensa de derechos de5.
sujetos de especial protección constitucional y personas naturales que carezcan de medios
económicos para contratar los servicios de un profesional en Derecho, o en general
personas o grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en situación de
vulnerabilidad o indefensión, en los términos establecidos en la presente ley.
Progresividad.Las prácticas jurídicas formativas que se desarrollan en el Consultorio6.
Jurídico se articulan de manera progresiva con el currículo diseñado y acogido por la
Institución de Educación Superior y el programa de acuerdo con su naturaleza, modalidad
y metodología.
Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta servicios jurídicos gratuitos en favor de las7.
personas beneficiadas que se definen en esta ley. Los gastos necesarios para el impulso
procesal y las costas judiciales en los trámites que apliquen serán asumidos por el usuario
y en ningún caso los asumirá el estudiante.
Inclusión.El Consultorio Jurídico garantiza los ajustes razonables necesarios para asegurar8.
que los estudiantes, docentes y las personas beneficiarias de sus servicios puedan tener
acceso y participar activamente en ellos, en igualdad de condiciones. Así mismo, fomenta
en los estudiantes una perspectiva de igualdad, respeto por la diversidad e inclusión.
Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura a todos los estudiantes, docentes y9.
usuarios el acceso en igualdad de condiciones al entorno físico, la información y las



comunicaciones relacionadas con la prestación de sus servicios, y establece parámetros
que les permitan acceder a servicios no presenciales. En relación con los usuarios de la
administración de justicia, facilitan, en la medida de sus posibilidades y conforme a lo que
se determine en los reglamentos de las instituciones de educación superior, que los
sujetos procesales puedan acceder en sus sedes a las actuaciones virtuales.
Confidencialidad.Los miembros del Consultorio Jurídico no podrán revelar o utilizar la10.
información suministrada por quienes solicitan la prestación de sus servicios, a menos que
hayan recibido del solicitante autorización escrita para ello, o que tengan necesidad de
hacer revelaciones para evitar la comisión de un delito.
Calidad.Cada Universidad fijará los estándares que garanticen la calidad y eficiencia en la11.
prestación del servicio en el correspondiente consultorio jurídico y centro de conciliación.

ARTICULO 4. Objetivos. El Consultorio Jurídico garantiza los siguientes objetivos:

Formación Práctica. Fortalecer el proceso educativo interdisciplinar de los estudiantes1.
de los programas de Derecho mediante la articulación de la teoría y la práctica a partir de
casos reales con un enfoque humanístico y ético.
Acceso a la justicia. Contribuir a que las personas beneficiarias de sus servicios accedan2.
a la asesoría jurídica, la conciliación extrajudicial en derecho, la representación judicial y
extrajudicial, la pedagogía en derechos y el ejercicio del litigio estratégico de interés
público.
Proyección social. Generar conciencia acerca de la responsabilidad y función social que3.
comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo desarrollo se debe actuar como agente
activo en la reducción de la desigualdad y el alcance de la equidad social.
4. Innovación jurídica. Propiciar, a través de la Institución de Educación Superior, el4.
conocimiento científico, reflexivo e innovador del Derecho, contribuyendo a su vez con la
transformación digital para el fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo a las realidades
contemporáneas de interés para el campo jurídico y que tengan impacto sobre el contexto
socioeconómico de las comunidades donde ostenta influencia la facultad de derecho.
Resolución de conflictos:impulsar los diferentes métodos de solución de conflictos y la5.
justicia restaurativa, como herramientas encaminadas a la autocomposición de las
controversias que se suscitan en el marco de la convivencia social.



ARTÍCULO 5. Creación Y Funcionamiento De Consultorios Jurídicos. Las Instituciones
de Educación Superior con Programa de Pregrado en Derecho tendrán un Consultorio Jurídico
que para su funcionamiento requerirá aprobación del Ministerio de Justicia y del Derecho, en
los términos que establezca la reglamentación correspondiente.

De manera permanente, los Consultor los Jurídicos deberán garantizar las condiciones de
funcionamiento conforme a las disposiciones que establezca el Gobierno nacional. El
Ministerio de Justicia y del Derecho será el encargado de ejercer el control y la vigilancia
sobre los mismos.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Gobierno nacional reglamentará la materia dentro de los
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Hasta tanto no se expida el
reglamento respectivo, el trámite de aprobación de funcionamiento de los Consultorios
Jurídicos se adelantará ante el Consejo Superior de la Judicatura.

ARTÍCULO 6. Servicios de los consultorios jurídicos. Los Consultorios Jurídicos prestarán
servicios de asesoría jurídica, conciliación extrajudicial en derecho, representación judicial y
extrajudicial, adelantamiento de actuaciones administrativas e interposición de recursos en
sede administrativa y pedagogía en derechos . Así mismo, podrán prestar servicios de
conciliación en equidad, mediación, mecanismos de justicia restaurativa y litigio estratégico
de interés público, así como todos aquellos otros servicios que guarden relación y permitan el
cumplimiento de los principios y objetivos establecidos en esta ley.

Estos servicios se prestarán por conducto de los estudiantes de Derecho, bajo la guía,
supervisión y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá cursar a partir de la aprobación
de por lo menos la mitad de los créditos académicos del plan de estudios y en cualquier caso
hasta su finalización, cumpliendo con los requisitos que establezca cada institución de
educación superior conforme a los principios de autonomía y progresividad previstos en la
presente ley.

La prestación de los servicios en el consultorio jurídico por parte de los estudiantes no podrá
ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. En aplicación de los principios de autonomía
y progresividad consagrados en la presente ley, cada institución de educación superior



definirá dentro de ese rango el tiempo de prestación de los diferentes servicios a cargo de los
estudiantes de los consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las funciones de
representación de terceros consagradas en el Artículo 9 de esta Ley a partir de la aprobación
de todas las asignaturas habilitantes para este efecto según el respectivo Programa de
Derecho y por lo menos durante dos semestres, para lo cual los consultorios propiciarán las
condiciones necesarias para la prestación efectiva de este servicio.

El Consultorio Jurídico, como componente de la formación práctica del estudiante de derecho
y que hará parte integral del currículo, en ningún caso será susceptible de omisión,
homologación, convalidación o sustitución.

PARÁGRAFO 1. Para los efectos de esta ley, se entiende por litigio estratégico de interés
público las acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto significativo en las políticas
públicas, la legislación y la sociedad civil, a través de la garantía de los derechos. El litigio
estratégico de interés público lo podrán adelantar los consultorios jurídicos mediante el
empleo del modelo pedagógico de las clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias
pedagógicas que promuevan la integración entre la investigación aplicada y el desarrollo de
acciones jurídicas para lograr un resultado de alto impacto social.

PARÁGRAFO 2. No estarán obligados a prestar el servicio de representación a terceros los
estudiantes que certifiquen que desempeñan labores en áreas jurídicas en el sector público.
La institución de educación superior podrá disponer que tales estudiantes desarrollen su
práctica en el Consultorio Jurídico prescindiendo de la representación de terceros y a través
de los demás servicios prestados por este, estableciendo las respectivas fórmulas para
compensar las cargas de trabajo en relación con aquellos estudiantes que sí deban prestar la
representación de terceros.

No obstante, lo anterior, los estudiantes que, bajo las condiciones expresadas en el inciso
anterior, opten por ejercer la representación a terceros, no podrán actuar contra la Nación, el
departamento, el distrito o el municipio, según la esfera administrativa a la que pertenezca la
entidad a la cual presten sus servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a que haya
lugar, sin perjuicio de las compensaciones que se establezcan internamente para el efecto.



PARÁGRAFO 3. Para la prestación del servicio de conciliación extrajudicial en derecho, los
consultorios jurídicos deberán organizar su propio centro de conciliación, conforme a los
parámetros legales y reglamentarios de creación, funcionamiento y supervisión que regulan
la materia. Los consultorios jurídicos también podrán crear y poner en funcionamiento
centros de conciliación en equidad, mediación y justicia restaurativa o disponer de espacios o
escenarios para la prestación de sus servicios, según lo estime pertinente cada Institución de
Educación Superior.

ARTÍCULO 7. Prestación del servicio. Los servicios de asesoría jurídica y pedagogía en
derecho propios del Consultorio Jurídico podrán prestarse a entidades públicas o privadas, en
las áreas pro bono de firmas de abogados, en despachos judiciales, notarías, organismos
internacionales, organizaciones no gubernamentales, cajas de compensación familiar,
centros de conciliación y centros de mediación y conciliación en equidad, cuando tales
servicios sean en provecho de los beneficiarios y con el alcance indicado en el Artículo
siguiente, y previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la verificación permanente por
parte de la institución de educación superior de la connotación jurídica y de los beneficiarios
de las actividades realizadas.

PARÁGRAFO. La prestación de los servicios indicados en este Artículo, no comportará bajo
ninguna circunstancia la prestación del servicio de representación a terceros consagradas en
el Artículo 9 de esta ley.

ARTÍCULO 8. Beneficiarios de los servicios. Los Consultorios Jurídicos prestarán servicios
de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés público a sujetos de especial protección
constitucional, a personas naturales que carezcan de medios económicos para contratar los
servicios de un profesional en Derecho, y en general a personas o grupos que, por sus
circunstancias especiales, se encuentren en situación de vulnerabilidad o indefensión,
cuando se trate de asuntos íntimamente ligados con su condición.

Los demás servicios a cargo del Consultorio Jurídico solo se prestarán a personas naturales
que carezcan de medios económicos para contratar los servicios de un profesional en
Derecho, previa evaluación de la situación socioeconómica particular de los usuarios que los
solicitan, conforme a los criterios establecidos por la Institución de Educación Superior en el



marco de su autonomía.

En caso de encontrar improcedente la atención a un usuario, el consultorio jurídico le deberá
informar acerca de dicha determinación.

PARÁGRAFO. En ningún caso el valor de la pretensión podrá ser tenido en cuenta como
factor de evaluación de la situación socioeconómica del usuario.

ARTÍCULO 9. Competencia general para la representación de terceros. Para el
ejercicio de la representación de terceros determinados como personas beneficiadas del
servicio en los términos de esta ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía y el control
del Consultorio Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este Artículo, siempre y
cuando la cuantía no supere los 50 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV),
salvo la competencia aquí establecida en materia penal, laboral y de tránsito.

En materia penal en los procesos de conocimiento de los jueces penales municipales o1.
promiscuos municipales:
a) Como representantes de la parte civil en los procedimientos regidos por la Ley 600 de2.
2000, o representantes de víctimas en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o
la norma que haga sus veces, según el caso.
b) Como defensores o voceros en los procesos regidos por la Ley 600 de 2000 o como3.
defensores en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus
veces, según el caso.
c) En los asuntos querellables, así como en los procedimientos penales de los que conocen4.
los juzgados municipales cuando actúen como jueces de conocimiento o como jueces de
control de garantías, incluso si son juzgados promiscuos, sin perjuicio de lo dispuesto en la
Ley 941 de 2005;
d) Como representantes del acusador privado en los términos de la Ley 1826 de 2017.5.
En materia penal como apoderados de víctima en procesos de conocimiento de los jueces6.
penales del circuito tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus veces,
según el caso.
En los procedimientos laborales, siempre y cuando la cuantía no supere los 20 smlmv.7.
En los procedimientos civiles de que conocen los jueces municipales en única instancia.8.



En los procedimientos de jurisdicción voluntaria. En cualquier caso, para los asuntos9.
relativos a la emancipación y la adopción, el estudiante deberá contar con un
acompañamiento especial por parte del personal docente, el cual, también estará a cargo
de la representación judicial en este tipo de causas.
En los procedimientos de competencia de los jueces de familia en única instancia, y en los10.
trámites administrativos que adelantan las Comisarías de Familia, Defensorías de Familia e
inspecciones de policía, salvo los asuntos que versen sobre medidas de restablecimiento
de derechos de niños, niñas y adolescentes, y procesos de adopción. Si el asunto versara
sobre la patria potestad, el estudiante deberá contar con un acompañamiento especial por
parte del personal docente, el cual, también estará a cargo de la representación judicial en
este tipo de causas.
En las acciones constitucionales de tutela, cumplimiento y populares.11.
En los arbitrajes sociales, conforme a lo establecido en el Artículo 117 de la Ley 1563 de12.
2012 o la norma que haga sus veces.
En los siguientes asuntos jurisdiccionales, adelantados ante autoridades administrativas,13.
siempre y cuando se puedan llevar a cabo en la zona de Influencia que determine el
Programa de Derecho respectivo:
a) Ante la Superintendencia de Industria y Comercio: Las acciones de protección al14.
consumidor;
b) Ante la Superintendencia Financiera: La acción de Protección al Consumidor Financiero;15.
c) Ante la Superintendencia de Salud: Las acciones sobre negación de cobertura,16.
reembolso económico de gastos médicos, y reconocimiento y pago de incapacidades y
licencias.
En los procedimientos disciplinarlos de competencia de las personerías municipales y la17.
Procuraduría General de la Nación, cuando sea imposible la notificación. De lo anterior se
exceptúan los procesos contra funcionarios de elección popular, dirección, confianza y
manejo.
De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de competencia de las18.
Contralorías Municipales, Distritales, Departamentales y General de la República, cuando
sea imposible la notificación, sin consideración de la cuantía establecida en el presente
Artículo.



(Modificado por el Art. 64 de la Ley 2195 de 2022).

*jurisprudencia*

En los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio que adelanten las12.
Superintendencias, autoridades administrativas, los organismos de control y las entidades
constitucionales autónomas.
En los asuntos policivos adelantados bajo el trámite verbal abreviado ante los inspectores13.
de policía, así como en los procesos relativos al control y recuperación del espacio público
adelantados ante los entes territoriales.
En la elaboración de derechos de petición, quejas y reclamaciones, así como el14.
adelantamiento de actuaciones administrativas e interposición de recursos en sede
administrativa, tanto en entidades públicas como privadas.
En trámites de beneficios administrativos, subrogados penales y sustitutivos de la prisión15.
y solicitudes de libertad,en los términos de la Ley 1760 de 2015 o la que la sustituya.
En los procedimientos contravencionales de tránsito, para asuntos cuya sanción no fuere16.
superior a multa de veinte (20) salarios mínimos diarios legales vigentes.

PARÁGRAFO 1. Para poder actuar ante las autoridades, los estudiantes inscritos en
Consultorio Jurídico requieren autorización expresa otorgada para cada caso por el director
del consultorio, la cual se anexará al expediente respectivo, y el correspondiente poder. Las
autoridades no podrán exigir a los estudiantes certificaciones o documentación diversa a la
establecida en este Artículo.

En ningún caso se exigirá para la representación de terceros, la presencia o el
acompañamiento de personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. El incumplimiento de
esta disposición por parte de cualquier servidor público será causal de mala conducta.

PARÁGRAFO 2. Los estudiantes podrán ejercer la representación en las audiencias de
conciliación extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en los que el representado no
asista porque el domicilio de alguna de las partes no esté en el municipio del lugar donde se
vaya a celebrar la audiencia o alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, y
siempre que se encuentre debidamente facultado para conciliar, cuando se deban llevar a
cabo dentro de los asuntos establecidos en este Artículo. Para armonizar esta facultad con el



acceso efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos deberán garantizar a los usuarios la
continuidad en la prestación de los servicios de representación judicial, en aquellos casos en
los que el trámite conciliatorio constituya requisito de procedibilidad para acceder a la
jurisdicción y que el consultorio sea competente para adelantar el proceso judicial.

PARÁGRAFO 3. Para facilitar el acceso a la justicia conforme a los objetivos establecidos en
esta Ley, en las instalaciones donde funcionen los despachos judiciales podrán operar
oficinas de los consultorios jurídicos, siempre y cuando se garanticen las condiciones
mínimas de infraestructura y equipamiento que se requieran para su funcionamiento.

ARTÍCULO 10. Continuidad en la prestación del servicio y la representación de los
usuarios. Los estudiantes inscritos en Consultorio Jurídico atenderán de manera
ininterrumpida los procesos que se encuentren bajo su responsabilidad, la cual cesará en el
momento en el que se realice la entrega formal de los mismos a los estudiantes que los
sustituirán, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de conformidad con lo que
determine la Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la fecha en que se hará la
respectiva entrega.

Durante los recesos y vacaciones académicas dispuestos por la Institución de Educación
Superior, los estudiantes continuarán ejecutando todas las gestiones y los actos tendientes al
buen desarrollo de los procesos.

ARTÍCULO 11. Amparo de pobreza. Para efectos de la valoración de las condiciones de la
parte solicitante, dentro de la decisión acerca del reconocimiento de amparo de pobreza, se
presume que quien actúa a través de estudiantes de consultorio jurídico se encuentra en
incapacidad de sufragar los gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo de lo
necesario para su propia subsistencia y las de las personas a quienes por ley debe alimentos.

ARTÍCULO 12. Auxilio estudiantil de transporte. Las Instituciones de Educación
Superior, en el marco de la autonomía que les confiere la Ley, podrán otorgar auxilios
estudiantiles de transporte a quienes acrediten una situación económica precaria y que por
razón de su labor en el Consultorio Jurídico requieran transportarse a sedes judiciales o
administrativas.



ARTÍCULO 13. Apoyos tecnológicos. Las Instituciones de Educación Superior
implementaran herramientas tecnológicas que complementen el aprendizaje, faciliten y
apoyen la interacción virtual en el proceso de formación y en la labor misional del consultorio
jurídico, y den lugar a la comunicación entre el consultorio jurídico y sus usuarios.

La atención virtual a los usuarios se impartirá en correspondencia con los principios
orientadores y disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 de 2009 o la norma que
haga sus veces. Se deberá garantizar, en cualquier caso, la confidencialidad en la prestación
del servicio, bajo los parámetros establecidos en el Artículo 3 de esta Ley, así como los
medios para poner a disposición del usuario la trazabilidad de la atención prestada, así como
la documentación en medio digital o físico, según sea requerido por este, donde se dé cuenta
de la atención recibida y los resultados correspondientes.

De acuerdo con reglamentos de las instituciones de educación superior, los consultorios
jurídicos podrán prestar servicios de asesoría legal y pedagogía en derechos bajo la
modalidad virtual, cuando las circunstancias así lo exijan, en favor de la población
beneficiaria de estos servicios o cuando el domicilio de los beneficiarios se encuentre en
otros municipios, en los que no exista presencia de consultorios jurídicos. Para estos efectos,
se podrán suscribir los convenios correspondientes para la accesibilidad a los medios
tecnológicos por parte de los usuarios con autoridades públicas, instituciones educativas
públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin ánimo de lucro, o cualquier otra
institución pública o privada según corresponda.

ARTÍCULO 14. Retroalimentación de los usuarios. Los Consultorios jurídicos deberán
establecer los mecanismos e instancias que se consideren pertinentes para el asesoramiento,
conocimiento y atención de inquietudes, quejas o reclamos por parte de sus usuarios y de
información al público.

ARTÍCULO 15. Sistema de información sobre la gestión de los consultorios
jurídicos. El Ministerio de Justicia y del Derecho diseñará e implementará un sistema de
información con fines de estricto rigor académico y organizativo, para apoyar la elaboración
de políticas públicas y en aras de armonizar la oferta de servicios prestados por los
Consultorios Jurídicos con la garantía de acceso efectivo a la justicia.



Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este sistema los datos estadísticos, que
permitan la consolidación de información cuantitativa y cualitativa que determine el Gobierno
nacional sobre la gestión por ellos adelantada, teniendo en cuenta aspectos como el número
de estudiantes vinculados a cada modalidad de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas
y la población beneficiaria.

La información que se suministre no podrá darse a conocer al público ni a las entidades u
organismos oficiales, ni a las autoridades públicas, sino únicamente en resúmenes
numéricos, que no hagan posible deducir de ellos información alguna de carácter individual
que pudiera utilizarse para fines comerciales, de tributación fiscal, de investigación judicial o
cualquier otro diferente a los establecidos en el presente Artículo.

Dicho sistema de información también deberá garantizar un espacio de consolidación y
divulgación de buenas prácticas.

ARTÍCULO 16. El Artículo 2 de la Ley 2039 de 2020 quedará así:

“ARTÍCULO 2. Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer incentivos
educativos y laborales para los estudiantes de educación superior de pregrado y postgrado,
educación técnica, tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y desarrollo humano,
formación profesional integral del SENA, escuelas normales superiores, así como toda la
oferta de formación por competencia a partir de la presente ley, las pasantías, prácticas,
judicaturas, servicio en los consultorios jurídicos, monitorias, contratos laborales, contratos
de prestación de servicios y la participación en grupos de investigación debidamente
certificados por la autoridad competente, serán acreditables como experiencia profesional
válida, siempre y cuando su contenido se relacione directamente con el programa académico
cursado.

En el caso de los grupos de investigación, la autoridad competente para expedir la respectiva
certificación será el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación al igual que las entidades
públicas y privadas parte del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, SNCTeI
en el caso de la investigación aplicada de la formación profesional integral del SENA, la
certificación será emitida por esta institución.



El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del Trabajo
reglamentarán, cada uno en el marco de sus competencias, en un término no superior a doce
(12) meses contados a partir de la expedición de la presente Ley, a fin de establecer una
tabla de equivalencias que permita convertir dichas experiencias previas a la obtención del
título de pregrado en experiencia profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la
experiencia previa será menor a aquella experiencia posterior a la obtención del respectivo
título. En el caso del sector de la Función Pública, las equivalencias deberán estar articuladas
con el Decreto 1083 de 2015 o el que haga sus veces.

PARÁGRAFO 1. La experiencia previa solo será válida una vez se haya culminado el
programa académico, aunque no se haya obtenido el respectivo título, siempre y cuando no
se trate de aquellos casos establecidos en el Artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 1996.

PARÁGRAFO 2. En los concursos públicos de mérito se deberá tener en cuenta la
experiencia previa a la obtención del título profesional. En la valoración de la experiencia
profesional requerida para un empleo público, se tendrá en cuenta como experiencia previa
para los fines de la presente ley, la adquirida en desarrollo y ejercicio de profesiones de la
misma área del conocimiento del empleo público.

PARÁGRAFO 3. En el término de seis (6) meses contados a partir de la promulgación de La
presente ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un esquema de expediente digital laboral
que facilite a los trabajadores en general pero especialmente a los trabajadores jóvenes en
particular; la movilidad en los empleos, de tal forma que contenga, entre otras, las
certificaciones digitales académicas y laborales de que trata este Artículo. Este expediente
hará parte de los sistemas de información del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y
Protección al Cesante (Fosfec) creado por ley 1636 de 2013 y deberá cumplir las garantías en
calidad informática contenidas en la ley 527 de 1999.

PARÁGRAFO 4. Para el caso del servicio en consultorios jurídico la experiencia máxima que
se podrá establecer en la tabla de equivalencias será de seis (6) meses.’

ARTÍCULO 17. Transición normativa. Dentro del término de seis (6) meses a partir de la
expedición de esta Ley, el Gobierno nacional hará los ajustes necesarios al contenido del



Decreto 1069 de 2015, en particular a sus Artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda la
normativa adicional que resulte pertinente, para armonizar sus contenidos con las
disposiciones aquí establecidas.

Asimismo, las Instituciones de Educación Superior con programas de Derecho efectuarán
dentro de los dos (2) años a partir de la expedición de esta Ley, los ajustes curriculares,
tecnológicos, de personal y de infraestructura a que haya lugar, para armonizar la estructura
y operación de sus consultorios jurídicos con el contenido de esta Ley, sin que ello implique el
desconocimiento de las autorizaciones para su funcionamiento que fueren expedidas con
anterioridad a la expedición de esta Ley.

ARTICULO 18. No se efectuarán en materia de autorización y habilitación para su
funcionamiento los convenios de consultorios jurídicos firmados con anterioridad a la
expedición de la presente ley.

ARTÍCULO 19. Vigencia. La presente Ley entra en vigencia a partir de su publicación.

ARTÍCULO 20. Derogatorias. Deróguense, a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, el
Artículo 1 de la Ley 583 de 2000; la expresión “así como la aprobación para la constitución
de consultorios jurídicos prevista en el Artículo 30 de dicho Decreto” contenida en el
numeral 5 del Artículo 627 de la Ley 1564 de 2012, y todas las disposiciones que le sean
contrarias.

EL PRESIDENTE DE HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

ARTURO CHAR CHALJUB

EL SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

GREGORIO ELJACH PACHECO

EL PRESIDENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ



EL SECRETARIO GENERAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO

REPÚBLICA DE COLOMBIA Ã¢¿¿ GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá a los 29 días del mes de Julio de 2021.

EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO

JOSÉ MANUEL RESTREPO ABONDANO

EL MINISTRO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO,

WILSON RUÍZ OREJUELA

LA VICEMINISTRA DE PROTECCIÓN SOCIAL DEL MINISTERIO DE SALUD Y
PROTECCIÓN SOCIAL, ENCARGADA DE LAS FUNCIONES DEL DESPACHO DEL
MINISTRO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL

MARIA ANDREA GODOY CASADIEGO

EL MINISTRO DE TRABAJO

ÁNGEL CUSTODIO CABRERA BAEZ

LA MINISTRA DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO,

MARÍA XIMENA LOMBANA VILLALBA

LA MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL

MARÍA VICTORIA ANGULO GONZALEZ

 



 

 

 


